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interés general de los trabajadores. esta trascendencia no las
«publifica»; en unos casos porque el Gobierno ni ~iquiera mter­
viene -sino Que componen la comisión sólo las partes firmantes­
y en otros~ porque. aunque intervenga. prrmanece aislada la sede
negociadora de la estructura grganizativa de los poderes públicos,
concretándose como resultado del acuerdo. que no garantizaba más
que la negociación misma. y no el éxito de esa negociación. No
tratándose de órganos públicos. nO es posible predIcar de ellos ni
siquiera indirectamente la participación a que ~ refiere el art. 129
de la Constitución. y por ello no es posible plantear en este caso un
problema de libertad sindicaL consistente en la menor capacidad de
actuación de un sindicato que haya logrado la «singular posición
Jurídica» de más representati..-o. Se trata de órganos que se
desenvuelven fuera de las atribuciones sindicales 'conocidas hasta
ahora. fruto de la negociación. pues han nacido de un acuerdo cuyo
cumplimiento aseguran con su mera constitución. Por ello. por
atipica que la figura pudiera parecer -atipicidad en la que el
recurrente fundó su tesis- no puede sino concordarse con el
Tribunal Supremo. considerando que son simples ejecución del
Acuerdo Económico v Social. instrumentos de «concertación
social» y. por eno. nó contraría la libertad sindical exigir que
aquellos grupos que compongan dichos órganos estén dc acuerdo
con el pacto en que·se originaron como conjunto de derechos y
obligaciones. en el que no es lógiCO pretender gozar de las primcras
sin sujetarse también a las scgundas

Todo lo anterior, en el bien entendido de Que la solución
adoptada lo ha sido ante la falta de toda alegación y prueba sobre
la posible extralimitación en sus funciones de las referidas comisio~

nes. En los casos en que esa extralimitación se produjera. en que
las actividades realmente desenvueltas fueran distintas a las Que
figuraban en el pacto, el problema deberla scr analizado con arreglo
a esos nuevos datos. Entretanto. plantearse estas cuestiones en
abstracto y resolver sobre ellas, daría a este recurso de amparo una
función preventiva que en nada tiene relación con su verdadera
naturaleza.

Sexto.-Queda por plantear el problema si la utilización del
criterio úe la firma del pacto como criterio dl' diferenciación entre
los sindicatos, aunque no sea contrario a la libertad sindical. puede
estimarse que lesiona el arto 14 de la Constitución. Este Tribunal ha
Insistido en que el principio de igualdad, y el derecho a la igualdad
que del mismo se d~duce, no requiere una identidad de trata­
miento. con independencia de las circunstancias que puedan
concurrir en cada caso concreto. También ha afirmado Que lo que
tal artí,culo impide es el establecimiento de diferencias arbitrarias
de trato entre situaciones eQuiparable!o> y comparables. siendo
posible. fuera de este limite de la .exigenCIa de razonabilidad. una
amplísima libenad para el legislador y para los demas poderes
públicos. No es necesario insistir que la valoración de la razonabili­
dad habrá de hacerse en función de la protección de hil'nes \
valores constitucionalmente protegidos. .

A la luz de esta doctrina en d presentl' asunto se establece una
diferencia entre dos centrales sindicalrs. ambas mayoritariamente
representativas. por parte de unos poderes públicos.· y 1entcndo en
cuenta el hecho de la firma o no de un pa(.·to. que una de la.\
centrales realizó y la otra. habiendo intervenido en su negociación
se negó a ello. Teniendo en cuenta Que l'se factor difcrencial se
introduce precisamentr respecto a la oclUSIón de la central sindical

/

8887 RI'CW'SO di' ampom /111m 441/1<185 .'Ú'fllNICUl
IllÍmero 40/IW~f>. di' 1 de ahl"¡1

La Sala Primera del Tribunal ConstitUCIonal. t'ompuesta por
don FranciS(.'o Tomás y Valiente. PreSidente. don Francisco Rubio
L1orente. don Luis Díez-Picazo y Ponce dl' León. don Antonio
Truyol,Serra, don Eugenio Díal Eimil y don Miguel Rodrígul'z­
PiiJero y Bravo-Ferrer. Magistrados. ha pronunClado

EN NOMBRE DEL RE)

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo 441/1985. interpuesto por el Procura­
dor don Fedcriw Olivares Santiago, asistido por d Letrado don
Tomás Carrascoso, en nombre de don Hcrbcrt Kurt Geme. contra
d Auto de 11 de julio de 1984, dictado por la Audiencia Provincial
de Santa Cruz de Tenerife, que dencgélla práctica de determinadas
diligencias de prueba propuestas por t:I demandante de amparo.

Junto con el demandante. han sido partes el Ministerio Fiscal
y don Aorentino Gonzálcz Delgado, como ·comparecido en el
proceso a qllO, representado por la Procuradora doña Matildc
Marín Pérez. Ha sido Ponente el Magistrado don Francisco Rubio
Llorente. Quien expresa cl parecer de la Sab

no firmante de organismos o sedes de encuentros creadas en la
ejecución o para el cumplimiento del citado pacto, no puede
dudarse de la calificación como razonable del criterio de diferencia­
ción. que es de carácter objetivo. que no hace innable la posibili­
dad de acceso a cualquier central sindical repn..><;entativa que acepte
el p~cto, y en el que existe u.na adecuada proporción entre el medio
utilizado y el fin persegUldo. A ello se une el Que la propia
negociación colectiva es un valor constitucionalmente protegido y'
Que esta negociación tiene una lógica propia de contrapartidas Que.
en principio. no cabe desconocer; dentro de ella la elemental de
exigir que participe en la ejecución de un pacto sólo aquel sujeto
jurídICO Que lo aceptó y asumió compromisos en él. Tan sólo
podria estimarse la no razonabilidad o arbitrariedad de la distin­
ción si la diferenciación. en este caso excluyente. supusiese un
recorte legítimo de otros derechos fundamentales del sujeto
excluido. pero no es este el caso, como se ha dicho en los
fundamentos jurídicos anteriores, aparte de que entonces el pro­
blema ya no sería estrictamente de igualdad -o no sólo de
igualdad- sino también de libertad sindical.

Adíe'ionalmente -yen relación con la diferenciación entre
sindicatos en función de su diverso grado de representátividad­
este Tribunal ha reiterado que tanto la Constitución como los
Tratados internacionales suscritos por España admiten la diferen­
ciación sindical. y también ha recordado la posibilidad de que
existan diversos criterios de diferenciación. aunque todos deben ser
susceptibles de determinación objeti"·a. a fin de evitar que una
diferenciación. en principio legítima, pueda. en manos de los
poderes publicos convenirse en una arma ilegitima de interferencia
en la actividad sindical. En caso de aceptación voluntaria de un
pacto. y cuando se trata de participar en la interpretación o
aplicación de sus cláusulas (Sentencia de 21 de enero de 1986), el
criterio de exigir la firma del pacto o tomar en cuenta la firma del
pacto reúne las condiciones recurridas. pues es facilmente constata­
ble ,Y deja en manos del afectado su propia integración. La
eqUlvalencia aproximada de representativldad entre los sindicatos
no da derecho a un trato uniforme. si concurren otras circunstan­
cias adicionales objetivas que eTl función de la cuestión de que- se
trate justifica el estahlecimiento de diferencias entre los mismos.

FALLO

[n atcnclOn a todo lo expuesto. el Tnbunal Constitucional
POR LA AUTORIDAD QUE _LE CONFIERE LA CONS1ITlJ
001' DE LA NACION ESPANOLA.

Ha decidido:

Denegar el amparo 'jo licitado por la Confederación Sindi('al
Comisiones Obreras

Publiqul'se esta Sentencia en el ~~Bolctin Oficial del Estadm~.

Dado en Madrid a treinta y uno de marzo de mil novecientos
ochrnta v sris.-Francisco Tomás \ Valicnte.-Francisco Rubio
L1oreDlt'.':Luis Dícl-Picazo \ Ponc-e de -Lcón.-Antonio Truvol
Scrra.-E Dial FimiL-M. Rodríguez-Piñcro Rra'~o­
FCffCf- Firmados ~ rubricados.

L ANTECEDENTES

Pnmt'ro.-Don Herbert Kurt <Jerne. de naCIonalidad alemana.
representado por Procurador y asistido de Letrado, intcrpueso
recurso de amparo mediante escrito que tuvo su l'ntrada el 16 de
mavo de 1985. (~ontra Auto de la Audiencia Provincial de Santa
Crúl de Tcnerife de 1I de julio de 1984, denegatorio de diligencias
de prul'ba documental en rollo 350/1983. correspondiente a la
causa 20/1983 del Juzgado de Instrucci.ón de Granadilla, re~oluclón

esta qUe fue confirmada en suplica por Auto de la misma Sa.la de
19 de julio de 1984. así como por la propia Sala en SentenCia de
31 de Julio de t 984 y por la Sala Segunda del Tnbunal Supremo en
Sentencia de 9 de abril de- 1985. declarando no habcr lugar a
recurso de casación por Quebrantamiento de forma e infracción de
ley. .

La demanda de amparo se fundamentó en los hechos siguientes:

al El Juzgado de Instrucción de Granaditla de Abona (Tene­
rife). instruyó sumario contra el solicitante de amparo como
presunto autor de un delíto de homicidio en la persona dl'
Francisco Claudia González, por hechos ocurridos sobre las tres
horas del día 3 de junio de 1983 en la puerta de un bar. Elc\"ada~
las actuaciones a la Audiencia Pro....incial. la representación del
procesado sefior <Jerne. propuso en escrito de condusiones provi­
sIOnales de ft'cha If dt' mayo de 1984. entre los n1t'dlOS de prueba
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para la defensa del mismo, los relacionados como prueba documen­
tal bajo el número 4. La Sala dictó Auto de 11 de julio de 1984 por
el que, tras considerarse Que las pruebas articuladas por las panes
eran «pertinentes y admisibles con arreglo a la le)'», las mismas
fueron declaradas ccpeninentes». añadiéndose, no obstante, lo
siguiente: «No se admite la documental 4 propuesta por la
defensID>.

b) Mediante escrito de fecha 17 de julio de 1984. interpuso la
representación del solicitante de amparo. recurso de súplica contra
el Auto anterior y. por otrosí, formuló protesta por la denegación
de la prueba. a los efectos de un eventual recurso de casación. La
Sala. por nuevo Auto de 19 de julio de 1984. acordó no haber lugar
a admitir el recurso de suplica y ttner por formulada la protesta.
Finalmente, por Sentencia de 31 de julio de 1984, se condenó al
ahora solicitante de amparo como autor responsable de un delito
de homicidi(}, sin la concurrencia de circunstancias, a la pena de
doce años y un día de reclusión menor y al pago de las costas
procesales, así como a abonar a los herederos de Francisco Claudia
González García 4.000.(X)() de pesetas corno indemnizadón por
perjuicios.

c) Mediante escrito de 22 de octubre de 1984, interpuso la
representación del solIcitante de amparo, recurso de casaCión por
quebrantamiento de forma e infracción de ley, espel"ificando como
el primero de los motivos, al amparo del arto 859.1.°, en relación
con el 659.4, ambos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y
('itándose el arto 24.2 C.E., la denegación de prueba documental
efectuada por la Audiencia Provincial. mediante auto de II de
Julio de 1984. El Ministerio Fiscal que preparó, en su momento,
recurso de casación contra la Sentencia. desistió del mismo. La Sala
Segunda del Tribunal Supremo, por Auto de 22 de noviembre de
J982, del que se aporta copia, tuvo por desistido al Ministerio
Fiscal y acordó continuar las actuaciones en cuanto al recurso de
casación preparado por la representación del ahora solicitante de
amparo. Por Sentencia de 9 de abnl de 1985, se resolvió no haber
lugar al recurso de casación por quebrantamiento de forma e
infracción de ley. En cuanto al primer motivo de casación,
(:onsideró la Sala que «si bien es cierto que el Tribunal de instancia
fue parco e, inexplicablemente, rechazó ad ¡¡mine las pruebas, y el
interesado no aponó la menor luz que justificara su procedencia,
lo cierto es que, tanto uno como otro comportamiento no pueden
llevar sanción tan grave y drástica como la de la nulidad de todas
las actuaciones y su reposición al estado antecedente al de la
(:elebración de juicio, con la consiguiente admisión de las pruebas,
pues que si la pertinencia es clara y evidente, cualquier sanción
tendente a su admisión, ha de aceptarse como valedera en aras del
principio de conservación de los actos procesales». Anadia la Sala
Segunda del Tribunal Supremo diversas consideraciones sobre la
improcedencia o ineficacia de la prueba en su día denegada pÚr la
Audiencia Provincial, o sobre lo justificado de su denegación, al
hilo de los cuales dijo: «Dase por buena la denegación de prueba
de los particulares que entonces fueron interesados y que ahora se
reiteran, sin más justificación para su aportación, que la simple de
que no pudieron haber sido denegadas con tan expédito medio
-recusable, es ciertO:-, al hacerlo a Iimine y sin má~ fundamenta­
ción». y finalizó, por lo que respecta a esta cuestión, observando
lo siguiente: «Siquiera sea de estimular el celo de la Sala de
Instancia en las posibles denegaciones sucesivas de prueba para no
caer en la hipotética lesién del derecho constitucional, consagrado
en el arto 24.2 de la Constitución».

En la demanda de amparo se afirmó que la advertencia que hizo
el Tribunal Supremo a la Audiencia para el futuro, estimulando su
celo en ,posibles denegaciones sucesivas de prueba, también hubo
de conSiderarse en el presente supuesto, pues, en caso contrario. se
infringiria el arto 24.1 de la C.E., y que la negativa a la admisión
de la prueba produjo indefensión. Se .alegó quiebra por parte del
Tribunal Supremo de doctrina antenor, citada en la demanda,
sobre la no obligación de las partes de expresar en la proposición
de prueba su finalidad y sobre la exigencia de ser fundado el Auto
en que se dicte resolución rechazando o denegando la práctica de
diligencias de prueba; se explicó la finalidad de la prueba propuesta
y denegada y se invocó, en fin, como violado, el derecho a utitizar
los medios de prueba pertinentes para la defensa (articulo 24.2 de la
C.E.). Se wlicitó, por ello, que se declarase la nulidad del Auto de
la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife de 1l de julio
de 1984 y, en consecuencia, la nulidad del posterior Auto de 19 de
julio de 1984 y de la Sentencia del 31 de julio de 1984 de la misma
Sala, asi como la de la Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal
Supremo de 9 de abril de 1985, reconociéndose expresamente el
derecho del recurrente a que por la Audiencia Provincial de Santa
Cruz de Tenerife, se acuerde la práctica de la prueba propuesta bajo
la rubrica ~(4 documental», en el escrito de conclusiones provisiona­
les de 16 de mayo de 1984. Por otrosí se pidió, con invocación del
derecho a la presun('ión de inocencia (articulo 24.2 C.E.). y por
hallarse el sollcitante de amparo en prisión desde el 3 de junio

de 1983, la suspemión de la ejecución de "la Sentencia", cuya
anulación se. pretende).

Segundo.-Por providencia de 12 de junio de 1985, la Sección
Cuarta acordó admitir a trámite la demanda de amparo y. t'n
aplicación de lo dispuesto en el arto 51 de LOTC, requerir de la
Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife la remisión de las
actuaciones del procedimiento antecedente, Por providencia de
igual fecha, la Sección dispuso la formación de Pieza separada de
suspensión. en la que. tras las alegaciones del recurrente y del
Ministerio Fiscal, se dictó Auto de 17 de julio por el que se reSolvió
no acceder a la petición de suspensión deducida por el actor.

Tercero,-Mediante nueva providencia de 25 de septiembre, la'
Sección Tercera acordó dirigir comunicación a la indicada Audien+
cia Pro .... incial para que, de conformidad con el mismo arto 51 de
la Ley orgánica de este Tribunal, se procediera a emplazar a don
Florentino González Delgado, que, fuera parte en el procedimiento
anterior, a fin de que pudiera. en el plazo de diez días, comparecer
ante este Tribunal.

Cuarto.-Por providencia de 13 de noviembre de 1985, la
Sección Tercera acordó tener por personado y parte en el procedi­
miento a don Florentino GODzález Delgado -representado por la
Procuradora doña Matilde Marin Pérez-. y acusar recibo a la
Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife de las actuarioncs
remitidas. Se dü.puso. asimismo, dar vista de éstas a la parte
recurrente. al Ministerio Fiscal y a la parte comparecida para que,
por plazo común de veinte dias, presentasen las pertinentes
alegaciones.

Quinto.-Mediante escrito de 25 de noviembre, presentó sus
alegaciones la representaCión actora. dando por reproducido, ínte­
gramente, lo expuesto en su demanda anterior. Se e~puso así la
finalidad buscada a través de -las pruebas, en su dia propuestas y
rechazadas, y se reiteró como, al desestimar el recurso de casación
por quebrantamiento de forma interpuesto por el hoy demandante.
el Tribunal Supremo contravino su doctrina anterior en orden a
cómo la denegación de pruebas habría de realizarse mediantc Auto
fundado. Se concluyó suplicando la declaración de nulidad de]
Auto impugnado y de las Sentencias de 31 de julio de 1984 y de l}
de abril de 1985 ~por ser ambas resoluciones confirmatorias de la
('ausante de la lesión aduClda-, y la declaración del derecho del
actor a que se acuerde por la Audiencia Provincial de Santa Cruz
de Tenerife, la práctil'a de la prueba rechazada mediante la
resolución impugnada.

Sexto.-Mediante escrito de 6 de diciembre formuló sus alegacio­
nes el Ministerio Fiscal, en los términos que. resumidamente.
siguen:

a) La cuestión a determinar en el presente recurso es la de si
la denegación no justificada de pruebas realizada en el Auto de 11
de junio de 1984 por la Audiencia Provincial de Santa Cruz de
Tenerife, cons'tituyó una simple infracción procesal, sin .transcen­
dencia-constitucional. o si, de contrario, aquella 'denegación vul­
nero el derecho reconocido en el arto 24.2 de la Constitución. Al
resp(Cto, ha de señalarse que el art, 659 de la Ley de Enjuicia­
miento Criminal requiere que la resolución por la que se deniega
la práctica' de pruebas propuestas por las partes, habrá de ser
motivada, puesto que dicho precepto exige que tal decisión adopte
la forma de Auto. debiendo ser siempre motivada ese tipo de
resolución (articulo 141 de la misma L.E.Cr.), Conviene también
tener presente la doctrina del Tribunal Constitucional acerca -del
derecho hoy Invocado por el recurrente, doctrina dt la que cabe
destacar que el juicio sobre la pertinencia de las pruebas corres­
ponde en exclUSiva al órgano judicial, si bien este juicio ha de s~r

fundamentado y razonado sin Incurrir en incongruencia. El derecho
fundamental lo es para., así, utilizar los medios de prueba pertinen­
tes, sin que el mismo pueda alegarse para exigir que se admitan
todas las pruebas que puedan las partes solicitar en el proceso.

b) En el caso actual, la decisión de rechazo de determinadas
pruebas por la Audiencia, se dictó sin razonamiento a~guno, lo que
fue objeto de censura por el Tnbunal Supremo al conocer el recurso
de casación interpuesto por el demandante de amparo, El mismo
Tribunal Supremo, de otra parte, analizó las pruebas en su día
denegadas, llegando a la conclusión de su impertinencia y razo­
nando esta constatación. Existe, pues, un razonamiento del Tribu­
nal penal. facultado por Ley para hacerlo por'ser él órgano revisor
de las garantías del proceso. Al respecto, ha de advertirse cómo las
infraCCIOnes procesales en el procedimiento penal permiten, si
formulada la correspondiente propuesta, acceso al recurso de
casación por quebrantamiento de forma. La desestimación posible
del recurso supondría. entonces, que el Tribunal Supremo constata
que la infracción no se ha cometido. Su estimación, en otro caso,
implicará la apreciación de aquella infracción, la anulación de la
Sentencia y la remisión de los Autos al Tribunal a qua. La Ley de
Enjuiciamiento Criminal, al regular la. proposición de pruebas,
acepta, así, que puede comcterse una infracción procesal del
procedimiento debido, pero establece para tal caso, UIJ medio para
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el estudio de dicha infracción a traves de la protesta de la parte y
del acceso al recurso de casación. En el supuesto que está a la base
de este recurso, el Tribunal Supremo reconoción la falta de
razonamiento en el Auto por el que las pruebas fueron rechazadas.
pero, estudiando éstas, apreció su impertinencia 'de modo razo­
nado, de tal modo que. obrando así. reparó en su Sentencia la falta
procesal cometida por la Audiencia, dando a ésta la razón en
cuanto al contenido de la decisión de denegación, no obstante.
censijrarla por aquella falta de fundamentación. La violación del
derecho constitucional que alega el actor se habría producido por
dicha falta de motivación. que impidió conocer la causa de la
apreciada impertinencia. Pero si el Tribunal Supremo dl~c1ara tal
impertinencia y explica su razón, ha de entenderse que se ha
satisfecho el contenido del arto 24.2 de la Constitución. Por ello.
reconociendo que hubo en el Auto impugnado una infracdón o
falta procesal. la misma ha de considerarse corregida por quien
pudo hacerlo, teniendo declarado este Tribunal Constitucional que
no toda infracción constitucional constituye, sólo por eIJo. infrac­
ción de un derecho fundamental. No hubiera sido lógico, en fin.
que, por la falta procesal de carecer de motivación, se hubiera
estimado el recurso de casación, anulando la Sentencia y I"emitlén­
dola al Tribunal de Instancia para que por éste se razonase la
impertinencia ya apreciada por el Tribunal Supremo.

c) El recurso de amparo, por su naturaleza propia, es subsidia­
rio respecto de las vías judiciales ordinarias, de tal modo que las
infracciones o violaciones al' derechos fundamentales realizadas
por las Audiencias Provinciales, han de ser restauradas por la vía
procedente, que es la abierta por el recurso de casación. Este es el
supuesto que ahora se contempla: El Tribunal Supremo ha cono­
cido de la pretendida violación, afirmando que no existía y
sanando, así, la falta procesal cometida. El actor alega la falta de
fundamentación en la denegación, pero lo que discute es la
pertinencia, en sí, de las pruebas solicitadas, discrepando en la
calificación dada a las mismas por los Tribunales penales. La
infracción no se centra en la falta de fundamentación, sino en la
denegación misma de la prueba. independientemente de que ésta se
haya fundamentado o no. Por todo ello, concluye el Ministerio
Fiscal sus alegaciones interesando del Tribunal dicha Sentencia
desestimatoria del amparo pedido.

~ptimo.-En escrito de 10 de diciembre', formuló alegaciones la
representación del comparecido, don Florentino González Del­
pdo, pudiendo éstas sintetizarse asi:

a) El juicio de legalidad efectuado por el Tribunal Supremo en
el precedente recurso de casación es inatacable en la vía de amparo.
Dicho Tribunal, en efecto, llegó a la conclusión de que, pese a que
la Audiencia Provincial no fundamentó la denegación de pruebas.
éstas eran impertinentes, siendo este vicio, de conformidad con la
doctrina constitucional, insusceptible de revisión en el proceso de
amparo. De otra parte, no es cierto, como en la demanda se aduce,
que exista una doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo
contraria a la expresada en la Sentencia de 9 de abril de 1985. Así.
en los casos de las Sentencias de· 17 de junio de 1955, 2 Y 8 de
marzo de 1963 Y21 de enero de 1971 -citadas por el actor-, no sólo
se tuvo en cuenta por d Tribunal Supremo la falta de fundamenta·
ción de la denegación de prueba para acordar ta casación, sino que.
además, se estimó que aquéllas fueron <<pertinentes». Por lo demás
existe una línea jurisprudencial consolidada, segun la cual no se
considera relevante, a los fines casacionales, la falta de fundamen­
tación de la denegación de pruebas por parte de las Audiencias.

b) En segundo lugar, ha de apreciarse la falta de invocación
por el recurrente del derecho constitucional vulnerado (artículo
44. Le), de la LOTe). En el caso actual, en efecto, la denegación de
pruebas se produjo en el Auto de II de julio de 1984, formulando

,contra la misma la representación del señor Gerne «protesta» y
recurso de súplica, pero sin expresar en el escrito,en que tal hizo,
nada que aludiera a posible vulneración de derechos constituciona­
les, omitiendo la invocación formal del derecho lesionado. En el
acta del juicio aparece sólo -en relación con la prueba documental
pedida-, la mención de que «se dió por leída y reproducida la
prueba documental propuesta», reflejándose que la misma fue
«leída y aprobada sin reclamación ni protesta>~. La primera vez en
que el hoy demandante invocó la violación de su derecho, fue al
formular el escrito de preparación del recurso de casación, una vez
dictada, por lo tanto, Sentencia condenatoria.

e) Sobre lo dicho, el recurso de amparo sería, en tocio caso,
improcedente respecto de la motivación del mismo, que se basa en
la denegación de las pruebas cuya practica solicitó la representación
del señor Gerne, Esto ha de decidirse. en primer lugar, respecto del
rechazo de la prueba documental (apartado ~ del escrito de
interposición), ya que, al margen de .10 dicho sobre la misma por
el Tribunal Supremo, lo cierto ~s que tal prueba -solicitada
también por el Ministerio Fiscal y no denegada por la Audiencia-,
fue realmente practicada en el acto del juicio con la conformidad
de las partes. Por 10 demás. respecto de la denegación de que fue

objeto esta propuesta de prueba, no puede decirse que se hayan
agotado todos los recursos utilizables dentro de la via judicial
(articulo 44.I.a) de la LOTC), pues, examinando el escrito del
recurso de suplica y protesta de la defensa del señor Gerne, se
aprecia cómo las manifestaciones que se hicieron fueron sólo
referidas a la prueba documental del apartado «e~) y no a las
pruebas de los apartados «a~, «b~, «c~ y «d». re..pecto de las que
no se recurrió en súplica ni se hizo protesta alguna. La misma falta
de agotamiento de los recursos utilizables puede también apreciarse
teniendo en cuenta cómo en su recurso de casación la defensa de
quien hoy demanda arguyó sólo, como quebrantamiento de forma,
la repetida carencia de fundamentación, sin hacer mención alguna
a las razones por las que, en contra de lo dicho por la Audiencia.
las pruebas debían reputarse «pertinente~. Ha de constatarse,
pues. que, para haberse agotado debidamente los recursos utiliza­
bles..había de haberse planteado en casación el tema de la
pertinencia de las pruebas en razón a su contenido y finahdad.

d) En cualqUier caso. resulta palmaria la impertmencia de las
pruebas de los apartados «b~), «c» y «d», extremo éste que la
representación del demandado argumenta a partIr de la doctrina
del Tribunal Supremo sobre la misma noción de «pertinencia» y de
los conceptos de adecuación «objetiva» y «funcional». a que
aquélla remite. Otro tanto ha de decirse respecto de la prueba
documental propuesta en el apartado «e~, prueba ésta que, además,
no se propuesto en la forma debida, que hubiera sido la de
presentarla como pericial. Por lo demás. respecto de esta prueba. ha
de reiterarse lo dicho en orden a la falta del agotamiento de lo..
recursos ulllizables. puesto que tampoco respecto de ella discutió su
«impertinencia» el hoy demandante en el recurso de casación.

Por lo expuesto, la representación del demandado suplicó la
desestimaciÓn del amparo impetrado, pidiendo. asimismo, la
imposición del actor de las costas del procedimiento «por su
temeridad en la interposición del recurso».

Octavo.-Por providencia de 12 de marzo de 1986. la Sala
acordó unir a las actuaciones los anteriores escritos de alegaciones.
entregando copia de ellos a las partes personadas y señalando para
la deliberación y votación del recurso el dia 19 de los mismos mes
y año

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Antes de entrar en el examen de la queja constitucio­
nal suscitada por el recurrente en su demanda, hay que responder
a dos cuestiones cuya consideración preliminar es necesaria para
identificar con precisión el objeto del recurso y para solventar,
también, las excepciones de inadmisibilidad opuestas al mismo por
quien ha comparecido con la condición' de demandado. Por lo que
a la primera de ellas se refiere, ha de establecerse ahora con claridad
que el acto impugnado no es sino el Auto de 11 de julio de 1984,
mediante el cual la Audiencia Provincial de Santa Cruz. de Tenerife,
denegó determinadas diligencias de prueba propuesta por el enton~

ces acusado. identificación ésta del acto recurrido que es la que se
corresponde con la establecida por el actor en su demanda. Aquella
resolución fue, en efecto, la Que, de modo directo, y estando ahora
a lo Que en la demanda se dice, desconoció el derecho del ha\'
recurrente a utilizar los medios de prueba pertinentes para su
defensa (articulo 24.2 de la Constitución), de tal modo que el resto
de las resoluciones judiciales recaidas -Auto de la misma Audien­
cia de 19 de julio de Hl84 y Sentencias de este órgano y de la Sala
Segunda del Tribunal Supremo, de 3l de julio de 19&4 y de 9 de
abril de 1985-, no tuvieron por lo que a la lesión denunciada se
refiere, sino un alcance estrictamente confirmatorio. no pudiéndose
imputar a las mismas -ni el demandante lo hace-, la directa lesión
de su derecho. Sí inserta el actor en su demanda, sin embargo, una
referencia en orden a cómo la misma Sala Segunda del Tribunal
Supremo, al fundamentar la desestimación de su recurso de
casacion por quebrantamiento de forma, se apartó, en la citada
Sentencia de 9 de abril de 1985, de la propia doctrina eStablecida
en casos anteriores respecto de la no obligatoriedad para las partes
de indicar la finalidad concreta de las pruebas que propusieren y en
lo relativo, también, a la exigencia de motivación en los Autos
denegatorios de diligencia de prueba. Lo asi alegado, sin embargo,
no puede, en este momento, acogerse como nueva razón de pedir
en el proceso constitucional, no 0010- y esto es lo decisivo-, porque
el recurrente no liga a tal supuesto apartamiento de los precedentes
la lesión de derecho fundamental alguno, sino también porque el
reproche así formulado frente a la Sentencia dictada en casación no
se articula del único modo en el que', acaso. hubiera sido constitu­
cionalmente relevante en este cauce, esto es, señalando la identidad
jurídica entre los supuestos resueltos en el pasado por la Sala
Segunda del Tribunal Supremo y el faltado de modo diverso en el
recurso de casación precedente. _

De otra parte -esta es la segunda cuestión antes aludida-, la
representación procesal del señor González Delgado, ha expuesto
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en sus alegaciones lo que considera causas de ¡nadmisibilidad del
recurso -causas que, de apreciarse, seria ahora de desestimación-,
en razón a que el recurrente no satisfizo debidamente la ·carga
impuesta en el arto 44.1.e) de nuestra Ley orgánica, invocando
formalmente el derecho supuestamente vulnerado tan pronto
como, conocida la violación, hubiere lugar para ello, y porque
tampoco, en segundo Jugar. se cumplió debidamente con el
preceptivo agotamiento de los recursos utilizables dentro de la vía
judicial {artículo 44. La) de la misma Ley orgánic-a). Estos alegatos
han de ser rechazados. En cuanto al primero de ellos porque, si bien
es cieno que en su escrito de 17 de julio de 1984, interponiendo
súplica frente al rechazo de las pruebas propuestas, la representa­
ción del acusado no invocó explícitamente el precepto constitucio­
nal declarativo de su derecho, no lo es menos que si dejó constancia
expresa de que. inadmitiendo aquella prueba y haciéndolo sin
fundamento, se afectaba su derecho a presentar en su descargo
cuantos medios de prueba pertinentes considerase oportuno. ale­
gato éste Que, de acuerdo con la doctrina de este Tribunal sobre el
alcance de la exigencia impuesta en el arto 44.1.c) de su Ley
orgánica. ha de considerarse bastante para integrar la invocación a
la que dicho precepto sf refiere. Tampoco. de otra parte. puede
razonablemente decirse Que Quien hoy demanda no agotó. frente a
la lesión de su derecho que denunda. los recursos utilizables sólo
por el hecho de que, al formular su recurso de súplica, su
argumentación se ciñera a alguna de las pruebas propuestas y no a
todas ellas y por la circunstancia -también observada por el
demandado-, de Que, al formalizar su recurso de casación. alegase.
sobre todo, la falta de motivación en el rechazo de aquéllas y no
su pertinencia. Sin perjuicio de que aquel recurso de súplica no fue,
segun constató la misma Audiencia Provincial, remedio entonces
útil. es ahora de señalar que aquella restricción en la formulación
de la Queja nada tiene que ver con la búsqueda -efectivamente
cumplida-. de una reparación frente a la lesión supuestamente
sufrida y que. do otra parte, lo alegado ·en el recurso de casación por
el recurrente de amparo fue, sin duda, plenamente coherente con
el ámbito del derecho que dice violado y para el que busca ahora
la protección de este Tribunal.

Segundo.-Dicho lo anterior, ha de entrarse ya en el examen del
objeto del recurso que, como se ha señalado, no es otro que el de
la supuesta violación del derecho del actor a utilizar los medios de
prueba pertinentes para su defensa.por obra del Auto del II de julio
de 1984 en el que, por lo que aqui importa. se ¡nadmitió,
CIertamente sin razonamiento alguno, la prueba documental
número 4 propuesta por aquél. AJ efecto, conviene recordar, ante
todo. la ya abundante doctrina de este Tribunal en orden al
contenido constitucional del derecho declarado en el art. 24.2 de la
norma fundamental. Ha de reiterarse así, ahora, que este derecho
fundamental no faculta para exigir la admisión judicial de cuales­
quiera pruebas que puedan las partes proponer. sino para la
recepción y práctica de las que sean pertinentes, correspondiendO'"
el juicio sobre la pertinencia de las pruebas al juzgador ordinario
(artículo 659 de la Ley de Enjuiciamiento Crimmal), el cual, como
es obvio. habrá de llevarlo a cabo de acuerdo con el canicter
fundamental que a este derecho otorga la Constitución y explici­
tarlo por exigencia no sólo de las leyes procesales, sino por
ex.igencia de la norma constitucional, pues de otro modo. se haría
Imposible la proteccción del derecho fundamental en sücesivas
Instancias y. en último termino, en esta jurisdicción constitucional.
Ello no significa, sin duda, que este Tribunal no pueda conocer
-reparándolas. en su caso-, de posibles violaciones del derecho
fundamental de referencia, pero si limita nuestro enjuiciamiento en
este cauce a la sola determinación de si la decisión judicial
Impugnada se adoptó en los términos antes señalados en cuanto a
su razonamiento y fundamentación, no incurriendo tampoco la
misma, al inadmitir determinada diligencia probatoria, en prede­
terminación delthema decidendi, a cuya definición y demostración
se orientaba. justamente, la probanza pedida (Sentencia 51/1985,
de 10 de abril, fundamento juridico 9.°). Con arreglo. pues. a estos
(Iiterios, ha de analizarse ahora la medida en la cual el derecho
fundamental del recurrente pudo haber quedado menoscabado en
el curso del procedimiento que antecede.

Tercero.-Es del todo claro que, conforme a lo dicho en el
fundamento anterior. el Auto de 11 de julio de 1984 por el que la

CORRECC/ON de errores en el lexlO de las Senlen­
claS del Tribunal Constitucional. publicadas en el
.~uplemento al «Boletfn Oficial del Estado>l número
69. de fecha 21 de marzo de 1986.

Advertidos errores en el texto de las Sentencias del Tribunal
Constitucional, publicadas en el suplemento al «Boletín OfiCial del
Estado>. número 69, de fecha 21 de marzo de 1986, se transcriben
a continuación las oportunas rectificaciones:

Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife, inadmitió la
prueba documental mimo 4 propuesta por quien fuera entonces
acusado no respetó el derecho de éste a exigir que la declaración de
impertinencia de la prueba se razone en términos que hagan posible
su control, pues aquella resolución inadmitió, sin fUildamentación
de tipo alguno, la· prueba documental propuesta por la defensa, de
tal modo que el actual demandante se vtó entonces. privado. sin
conocer las razones para eUo. de unas posibilidades pro9atorias que
consideró -y considera-o relevantes y peninentes para su defensa.
Este tan irregular modo de proceder del Tribunal de Instancia
-justamente censurado por el Tribunal Supremo en los consideran­
dos 2.°, 3.° y 4.° de su Sentencia de 9 de abril de 1985-,'i;:onstituyó.
pues., entonces lesión del derecho fundamental del hoy deman­
dante, pero de tal constatación no ha de seguirse sin más considera~

ciones que aquella lesión haya viólado sin remedio ese derecho, de
tal modo que este remedio sólo pueda alcanzarse mediante la
anulación de todo lo actuado tras la decisión violatona. No puede
desconocerse. en efecto. Que el señor Gerne reaccionó frente a la
Sentencia condenatoria interponiendo recurso de casación por
quebrantamiento de fonna al amparo de lo previsto en los articulas
659 y 859.1 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Es cierto que
este recurso fue rechazado por el Tnbunal Supremo. pero también
lo es -yen este punto no puede dejar de tenerse en cuenta lo
alegado por el Ministerio Fiscal-, que en aquella ocasión, cono­
ciendo del motivo de casaóón que ahora importa. la Sala Segunda
entró a analizar la posible pertinencia de la prueba en su día
rechazada. llegando a la conclusión. sobradamente' fundada. de que
tal pertinencia no exisle. con la consecuencia. por lo mismo. de
que, ajuicio del Tribunal Supremo. la inadmisión de la prueba. aun
dictada de modo irregular. no lesionó en el fondo el derecho del
señor Gerne a utilizar las pruebas pertinentes para su defensa. Esta
advertencia ha de ser ahora trascendente para la resolución del
recurso, toda vez que este Tribunal no puede estimar una petición
de amparo en aquellos casos en los que una violación de derecho.
aun cierta. fue ulteriormente reparada en las vías jurisdiccionales
ordinarias a las que corresponde, como es notorio, la defensa y
protección inicial de los derechos fundamentales, garantizados
también. pero sólo subsidiariamente. en este. cauce constitucional.

Las consideraciones anteriores nos impiden. en este caso.
estimar la queja del señor Gerne y atender a su petición anulatoria
de las resoluciones dictadas en el procedimiento que antecede. El
contenido de su derecho fundamental fue, como queda dicho.
desconocido por el Auto de 11 de julio de 1984 de la Audiencia
Provincial de Santa Cruz de Tenerife, pero el objeto mismo al
servicio del cual aquel contenido existe -esto es, la recepción
judicial de las pruebas pertinenles-, no quedó menoscabado, como
lo constató. con el razonamiento constitUCIOnalmente exigtdo.
quien pudo hacerlo. esto es. la Sala Segunda del Tribunal Supremo
juzgando en casación. Ni este Tribunal puede ahora, conforme a su
doctrina antes citada. controvertir la calificación de impertinencia
de las pruebas asi expresada por el Tribunal Supremo, ni le es
tampoco posible, sobre esta base. dictar una Sentencia estimatoria
que no habría de servir para reparar lesión substantiva y actual
alguna en el derecho del demandante, pues la que existió fue ya
corregida.

FA L L O

En atención a todo lo expueslo. el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE )..E CONFIERE LA CON5T1TU­
DON DE LA NACION E5PANOLA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publiquese esta Sentencia en el (Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a uno de abril de mil novecientos ochenta y
scis.-Franclsco Tomás y Valli.'nte.-Francisco Rubio L1orente.-Luis
Diez-Picaza y Ponce de León.-AnlonJO Truyol Serra.-Eugenio
Diaz Eimil-Mlguel Rodriguc:l+Piñero y Bravo Fcrrer.-Firmados y
rubricados

En la página l. columna primera. párrafo l.o. línea 9, donde
dice: «Magistrado)., debe decir: «Magistrada)•.

En la página 3, columna pnmcra, párrafo S.o, linea l. donde
dice: «restantes», debe decir: «recurrentes».

En la página 3, columna segunda. párrafo 1.0, linea 9, donde
dice: «f) La calificaciófl»), debe decir: (f) calificación».

En la página 3. columna segunda. párrafo S.o, línea 11. donde
. dice: «preSenla caso», debe deCIr: «presente caso».


